	
	


9º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina. Comisión Nº 1: “Prescripción a nivel nacional, provincial y municipal en materia impositiva, aduanera y de los recursos de la seguridad social”.

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los 28 días del mes de junio de 2007, reunidos en la sede del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los integrantes de la Comisión Nº 1 del Noveno Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina, bajo la presidencia de su titular Dr. C.P. Horacio Ziccardi, Presidente Alterno Dr. C.P. Horacio R. Della Rocca, Secretario Dr. C.P. Aldo R. Maggiolo y Relator Dr. C.P. Eduardo M. Gil Roca, y luego de evaluar lo acontecido durante el transcurso de este evento, manifiestan:

VISTO:

Los trabajos presentados por los Dres. Alberto Baldo y Graciela Manonellas, Humberto J. Bertazza y Norberto J. Marconi, Jorge M. Dadi, Jorge López, Graciela C. Méndez y Mónica P. Ramón; el análisis y examen efectuado por los panelistas vertidos en sus exposiciones, Dres. CP Mario J. Bibiloni, CP Ignacio Carnicero, Abog. Eliseo Devoto, y Abog. Carlos M. Folco junto a la activa intervención de los participantes tanto de la ciudad, el gran Buenos Aires, como de varias provincias del interior que acompañaron el desarrollo del Simposio.

CONSIDERANDO:

Los temas sometidos a discusión según las directivas emanadas y oportunamente difundidas por la relatoría.

Se ha llegado a conclusiones sobre los siguientes:

1° Adecuación del cómputo del plazo de prescripción de la ley 11683, al previsto en el Código Civil

Considerando

Que prácticamente en la totalidad del ordenamiento jurídico de nuestro país, el momento inicial para el cómputo del plazo de prescripción coincide con aquél en que se dispone de la acción para hacer valer el derecho creditorio respectivo, coincidente a su vez con la fecha en que la obligación resulta exigible. 

Que la unanimidad con que la legislación recoge este criterio, unido a su propia razonabilidad, nos lleva a considerar el mismo como un principio general.

Se concluye

Que resultaría aconsejable que el inicio del cómputo del plazo de prescripción fiscal diera comienzo al día siguiente del vencimiento de la obligación tributaria, uniformando de esta manera la modalidad de cómputo dispuesta en el Código Civil.

2° Oportunidad de la oposición de la prescripción. (art. 3962 del 
Código Civil)

Considerando

Que el Código Civil, y el Código Procesal Civil y comercial de la Nación, son de aplicación supletoria de la Ley de Procedimiento Fiscal

Que los mismos hacen referencia al momento en que debe oponerse la prescripción

Se concluye

Que la prescripción puede oponerse en la instancia judicial al contestar la demanda fiscal aún cuando no hubiere sido opuesta en la instancia administrativa, siguiendo la pauta del artículo 3962 del Código Civil y 346 del CPCyCN.

3° Necesidad de una definición por parte  del organismo fiscal respecto a la diferente situación de la devolución y la repetición con anterioridad al dictado de la ley 25795

Considerando

Que tanto la doctrina como la justicia coinciden en diferenciar ambos conceptos

Que hasta la vigencia de la Ley 25795, la Ley de Procedimiento Fiscal sólo contemplaba los plazos de prescripción con respecto a la repetición de impuestos.

Que la ley 26.044 vino a confirmar que el plazo de prescripción para el reintegro o devolución de saldos generados antes de la ley 25.795 era decenal. 

Se concluye

Que resulta aconsejable que la autoridad fiscal formule una definición respecto a los diferentes plazos de prescripción que se presentaban, con anterioridad a la reforma de la Ley 25.795 (y su modif. Ley 26.044), con relación a la devolución y a la repetición de impuestos. 

4º Suspensión prevista en el art. 65 inc a) de la ley 11683. Aspectos relativos a: a) la fecha en la que se produce la suspensión, b) el concepto de intimación de deuda cuando no proviene de actos que formalmente sean una determinación de oficio pero frente a los cuales el tribunal fiscal se haya declarado competente y c) trámite unificado para el rechazo de compensaciones efectuadas con saldos a favor emergentes de declaraciones juradas impugnadas por el fisco, con las apelaciones relativas a esas determinaciones. 

a) Considerando

Que las notificaciones cursadas en las actuaciones administrativas, tienen efecto suspensivo de la prescripción de las deudas impositivas, en tanto importan anoticiar al deudor de su existencia, comportando así, la realización de las gestiones necesarias para obtener su satisfacción.
Que la notificación es un requisito ineludible que torna eficaz el acto administrativo.
Se concluye

Que resultaría conveniente que se precisara que la causal de suspensión de la prescripción para la determinación y cobro de tributos, opera con la notificación de la intimación administrativa de pago.

b) Considerando

Que el Tribunal Fiscal de la Nación ha aceptado su competencia en procesos ajenos a los previstos por el artículo 76 de la Ley 11683, siendo esto confirmado por la Alzada.

Que le asiste derecho al fisco también en estos casos, dada la igual característica procesal con respecto a los casos del artículo 65 inciso a) de dicha ley,   de contar con la causal de suspensión correspondiente.

Se concluye

Que, asimismo, resultaría aconsejable que se previera legalmente que tienen iguales efectos suspensivos de la prescripción las intimaciones administrativas de pago que refieran a procesos en los que se requiera la competencia del Tribunal Fiscal, suspensión que se prolongará hasta los 90 (noventa) días posteriores a que éste se expida. 

c) Considerando

Que la compensación emergente del artículo 27 segundo párrafo de la Ley 11683 se convalida con la conformidad del organismo fiscal.

Que estando en discusión, la exactitud de las declaraciones juradas de las que surgen los saldos a favor que dieron lugar a dichas compensaciones (por haberse practicado determinación de oficio y haber sido ésta recurrida ante el tribunal fiscal), podría el fisco proceder a impugnar las mismas, exigiendo la cancelación de los saldos emergentes por vía de la ejecución fiscal, para evitar la prescripción de este accionar.

Que dicho accionar obligado del fisco implicaría un perjuicio al contribuyente (derivado de la obligación de tener que ingresar las sumas compensadas con ese saldo) sin contar con la seguridad sobre la invalidez de los mencionados saldos a favor (la que dependerá, en definitiva, de la decisión que adopte el tribunal fiscal frente a la determinación apelada); y un dispendio de juicios de ejecución y repetición que refieren todos a una misma causa.

Se concluye

Que se aclarare que la prescripción de las obligaciones impositivas compensadas con saldos a favor emergentes de declaraciones juradas impugnadas por el fisco mediante el dictado de una determinación de oficio posterior a la compensación, se suspende, desde que se notifica al contribuyente la intimación de pago mediante la que se rechaza dicha compensación y hasta que transcurran 90 (noventa) días desde que se resuelva la apelación de la determinación de oficio por el Tribunal Fiscal de la Nación.

5º Suspensión  de las facultades del fisco para aplicar sanciones administrativas (art. 65 d) ley 11683). Alcance el término denuncia penal

Considerando

Que el art. 20 de la Ley 24.769 resulta claro cuando dispone que la imposibilidad de la autoridad administrativa para la aplicación de sanciones nace, con la “formulación de denuncia penal”, no sujetando la previsión a suerte procesal alguna que pudiera correr dicha denuncia. 

Que la Corte Suprema de Justicia ha indicado que las leyes se interpretan por su letra cuando esta es clara y no ofrece dudas.

Se concluye

Que basta con la formulación de la denuncia penal para que opere la suspensión de la prescripción de la facultad de aplicar sanciones administrativas, la que subsiste aún cuando se rechace el requerimiento fiscal. 

6º Interrupción  de la prescripción de las acciones del fisco para determinar y exigir impuestos. (art. 67 ley 11683) Reconocimiento de deudas. 

Alcance de esta causal: ¿limitado a la suma reconocida o extendida a toda la obligación y período fiscal que se ve afectada por el reconocimiento?

Considerando

Que la aplicación de las causales de interrupción debe realizarse con base en una interpretación restrictiva, en atención a la naturaleza del régimen jurídico que ostenta la prescripción y el interés público en la garantía de la seguridad jurídica que ella supone. 

Que tanto la jurisprudencia judicial, como administrativa, a nivel nacional, han reconocido esta aplicación restrictiva para el caso bajo análisis. 

Se concluye

Que el reconocimiento de la deuda que interrumpe la prescripción se limita a la cuantía de la obligación reconocida.

7º Interrupción de la prescripción para aplicar multas  (art. 68 ley 11683) Comisión de nuevas infracciones, cuestiones a dilucidar: a) ¿aplicable ante cualquier infracción o sólo a infracciones de la misma naturaleza? y b) ¿la existencia de la nueva infracción debe contar con sentencia firme?

Considerando

El concepto restrictivo de la aplicación de causales interruptivas de la prescripción

La naturaleza penal de este tipo de interrupción.

Que debe concluirse que para que la comisión de una nueva infracción interrumpa la prescripción para aplicar multas con relación a infracciones cometidas, debe estarse frente a infracciones de la misma naturaleza. 

Que, en el mismo sentido, para que esa nueva infracción produzca tales efectos, deberá existir sentencia firme a su respecto.

8º Plazo de prescripción en el caso de empresas concursadas

Considerando

Que la Ley de Concursos establece procedimientos específicos y obligatorios para la totalidad de los acreedores.

Que dicha ley ha dispuesto mecanismos e institutos de carácter excepcional, que atienden a asegurar el orden público e interés general y a principios superiores que preservan la seguridad jurídica e igualdad de trato.

Que la normativa de la Ley 11683 prevé mecanismos obligatorios para los Síndicos Concursales, que aseguran a la Administración tomar conocimiento en forma inmediata de su obligación de verificar.

Se concluye

Que para el caso de contribuyentes concursados el plazo de prescripción de sus obligaciones tributarias debe observar lo dispuesto por el artículo 56 de la Ley 24.522. 

9º  Prescripción en regímenes promocionales

Considerando

Que el régimen de promoción industrial establece sus propias reglas de prescripción fijando un plazo diferenciado de aquel que deriva de la Ley 11.683.

Que la aplicación del régimen promocional tiene como requisito el concreto desarrollo de una actividad promovida. 

Se concluye

Que para el caso de contribuyentes que hubieren aplicado beneficios de regímenes promocionales, el plazo de prescripción decenal previsto por la normativa específica se encuentra sujeto a que se verifique la efectiva existencia de la actividad promovida. 

10º Unificación o interrelación de la prescripción del régimen previsional con el de la ley  11683

Considerando

Que la Administración Fiscal desde abril de 1993 ejerce las potestades de aplicación, recaudación, fiscalización, verificación y ejecución tanto de los impuestos nacionales como de los recursos de la seguridad social.

Que cuando las normas legales plantean contradicciones e incertidumbres se pone en riesgo la seguridad jurídica y consecuentemente la vigencia del estado de derecho.

Que en lo que respecta a seguridad social no existe normativa específica sobre el tema, más allá del plazo general fijado por la ley 14.236.

Se concluye

Que resultaría aconsejable unificar el régimen de prescripción previsional con el impositivo, haciendo aplicable a la seguridad social las disposiciones respectivas de la Ley 11.683 (con la sugerencia que respecto de esta última se efectuara en el punto 1).

11º Relación de la prescripción del régimen previsional respecto a las obligaciones laborales incumplidas: Hipótesis de eventual aplicación del art. 3980 del Código Civil.

Considerando

Que el principio rector es que la prescripción se computa desde el vencimiento de la obligación.

Lo expresado con respecto a lo restrictivo de la aplicación de las causales interruptivas en el punto 6º.

Que la administración fiscal tiene amplias facultades para fiscalizar, determinar y exigir la deuda a los empleadores; contando cada día con mayor tecnología e información para aplicarlas.

Se concluye
Que la prescripción de las obligaciones de la Seguridad Social, no se ve afectada en su curso por la existencia de procesos judiciales por obligaciones laborales incumplidas. 

12º Derechos aduaneros y el IVA. Unificación de los actos suspensivos e interruptivos de la prescripción de hechos imponibles interrelacionados de ambos regímenes. 

Considerando

Que existen motivos coincidentes con los expresados en el punto 10º

Que la creciente interacción en temas fiscales y aduaneros ha venido demostrando la conveniencia de dar forma a un proceso de unificación o al menos armonización, entre los diferentes institutos que rigen ambas materias, de modo de hacer más sencillo y uniforme su aplicación. 

Que debería ajustarse la normativa general en otros temas, como por ejemplo base imponible, y mecanismos de control.

Que en materia de prescripción hay aspectos comunes entre ambos regímenes (como el plazo) pero subsisten aspectos de este instituto en los que la regulación no es uniforme en ambas materias. 

Se concluye

Que debe unificarse el régimen de prescripción para los hechos imponibles fiscales y aduaneros que se originen en la importación para consumo, como parte de un proceso de unificación mayor en los regímenes procesales de ambas materias. 

13º Prescripción de la acción penal para los delitos tipificados en la ley penal tributaria. Aspectos relativos a: a) momento de iniciación del cómputo del plazo y b) causales de interrupción de la prescripción, referidos en particular a la comisión de un nuevo delito.
a).1 Considerando

Que el delito de evasión tributaria simple se consuma al momento en el cual el obligado, luego de transcurridos los plazos para el cumplimiento voluntario de sus obligaciones tributarias, los evade por un monto superior al establecido por la ley.

Que la consumación del presunto delito sólo tiene lugar en la fecha en que se presenta la declaración jurada en que se exterioriza el ardid o las falsedades tendientes a burlar el control fiscal.

Que a su vez la ley contempla delitos que no se consuman a través de la presentación de una declaración jurada.

Se concluye

Que el momento de comisión del delito que marca el inicio del cómputo del plazo de prescripción, cuando transcurran todos los elementos y condiciones descriptas por la figura legal que lo reprime, se produce cuando se presenta la declaración jurada, aún antes del vencimiento del plazo general, con excepción de los supuestos que especialmente tengan una regulación legal particular (por ej. apropiación indebida de retenciones).

a).2 Considerando

Que existen gravámenes cuyas declaraciones juradas se refieren a períodos inferiores al año.

Que no obstante lo señalado, el importe mínimo de impuesto evadido a los fines de la determinación de la existencia de acción punible debe computarse por ejercicio o período anual.

Que estas circunstancias conducen a la necesidad de precisar cuando se consuma el delito, ello para el supuesto de alcanzarse el monto evadido antes de presentarse la última declaración jurada mensual del período anual respectivo.

Se concluye
Que, en el mismo sentido y en cuanto refiere a los gravámenes que no son de ejercicio anual, la consumación tiene lugar cuando se presenta la declaración jurada mensual con la que se alcanza el monto mínimo establecido a los efectos de la configuración de la evasión. 

b) Considerando

Que al art. 67 inc. a) del Código Penal establece que la comisión de un nuevo delito interrumpe la prescripción.

Que nuestro sistema legal garantiza un estado jurídico de inocencia a quien no ha sido declarado culpable mediante sentencia dictada por un juez natural, luego de tramitado un juicio previo con los recaudos del debido proceso.

Que la jurisprudencia se ha pronunciado al respecto.

Se concluye

Que para que la comisión de un  nuevo delito interrumpa la prescripción para aplicar las penas de la Ley 24.769 con relación a un delito anterior, deberá existir sentencia firme respecto del “nuevo” delito, al momento en que se pretenda hacer valer dicho efecto.

14º Aplicación de las normas del Código Civil  en sustitución de las normas locales (provinciales y municipales) acatando el precedente Filcrosa    c/Municipalidad de Avellaneda. 

Considerando

Que la prescripción es una cuestión del Derecho de Fondo o Material, y no del Derecho Adjetivo o Procesal.

Que del art. 75, inc. 12, de la Constitución deriva la implícita pero inequívoca limitación provincial de regular la prescripción.

Se concluye

Que en materia de prescripción de impuestos locales (provinciales y municipales) debe respetarse la aplicación del fallo Filcrosa. 

15º “Solve et Repete “ como regla procesal para acceder a la instancia judicial en litigios con fiscos provinciales y municipales en casos en los que el contribuyente plantea la defensa de prescripción. 

Considerando

Que el  ingreso del tributo como condición para una defensa judicial (normalmente “demandas contenciosas” a ser articuladas por el contribuyente contra los fiscos locales) plantea necesarias consecuencias en materia de prescripción ya que la cancelación de la obligación, aún cuando lo sea a los fines de dar cumplimiento al requisito procesal en cuestión y no autorice a suponer un desistimiento de la pretensión impugnativa, de concretarse, puede tornar incierto el planteamiento de prescripción. 

Que hasta acceder a la instancia judicial, la prescripción ha sido opuesta en estos procesos contenciosos, exclusivamente ante el propio acreedor, sin posibilidad de la participación de un tercero independiente que dirima la controversia que sobre este punto pueda haberse planteado, de donde eliminar su planteamiento en la “demanda contenciosa judicial” como previo al ingreso de la obligación, supone desnaturalizar el instituto. 

Que si bien la prescripción es oponible como excepción en los juicios de ejecución fiscal local, ello supone dejar firme el acto administrativo determinativo y privar al contribuyente (para poder articular la defensa de prescripción sin previo pago) de debatir el fondo del asunto.

Se concluye

Que sería aconsejable que la regla procesal del “solve et repete” como requisito de admisibilidad de las demandas judiciales en materia de impuestos locales, no resultara de aplicación para los casos en que se planteare la defensa de prescripción.
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